La Plata, 12 de noviembre de 2010.

Y VISTOS:

Estos autos caratulados “Orelle, José María Rodolfo c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Pretensión declarativa de certeza”, causa 20.591, en trámite por ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo n° 2 de La Plata, a mi cargo, de los que:

RESULTA:


I) Que el señor José María Rodolfo Orelle, mediante apoderado, deduce una pretensión declarativa de certeza contra el Fisco de la Provincia de Buenos Aires, con el fin que se “declare la certeza sobre: si es legitimo lo actuado en el expediente administrativo n° 2306-36.458/02 de la ex Dirección Provincial de Rentas (hoy A.R.B.A.), en razón que no se ajusta a la doctrina y jurisprudencia sostenidas por los mas altos tribunales de la Nación y la Provincia de Buenos Aires, en materia de prescripción, en virtud de lo normado por los artículos 31 y 75, inciso 12, de la Constitución Nacional que dan potestad exclusiva al Gobierno Federal para dictar la legislación de fondo, entre otra, la contenida en el Código Civil, en materia de nacimiento y extinción de las obligaciones” (v. fs. 15 vta.).


Afirma que esa doctrina es de aplicación también en materia tributaria, con prelación a las normas del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires, según lo han declarado los citados Tribunales Supremos.


Manifiesta que, si bien no se encuentra agotado el procedimiento administrativo en las actuaciones de referencia, el curso de la acción seguida por la Dirección Provincial de Rentas, reclamando obligaciones –que según entiende se encuentran prescriptas-, y aplicando leyes locales que resultan improcedentes para el caso que se ventila, le genera un estado de incertidumbre con consecuencias potencialmente dañosas que hacen viable esta acción.


Relata que las actuaciones administrativas que han dado base a la presente acción, se originaron en una denuncia efectuada por el Colegio de Escribanos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a raíz de una inspección realizada al protocolo del año 2000, correspondiente a su representado.


Expresa que esa inspección fue solicitada por el escribano accionante, en razón de haber descubierto serias irregularidades administrativas concretadas por la empleada que tenía a su cargo la liquidación, control e ingreso de impuestos retenidos en las escrituras formalizadas. 


Señala que a raíz de dicha inspección, pudo detectarse que había mediado una “fuga” del dinero destinado a ingresos fiscales, entre otros de esa jurisdicción provincial. Por tratarse de tributos provinciales, tomó intervención la Agencia de Recaudación Fiscal bonaerense, iniciándose un procedimiento administrativo contra el actor, por su calidad de agente recaudador del fisco.


Sostiene que al determinar las sumas no ingresadas, fueron incluidos una gran cantidad de gravámenes correctamente abonados, como así también no se consideró los anticipos de otros gravámenes oportunamente ingresados, reclamando como consecuencia de ello, importes que no eran adeudados.


Relata que contra el acto determinativo interpuso un recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal que aún no ha sido resuelto, registrándose como último paso procesal, el traslado a la representación fiscal, conferido el día 28 de diciembre de 2006.


Entiende que ello no obsta la interposición de la pretensión declarativa de certeza, argumentando que el Tribunal Fiscal no puede declarar la inconstitucionalidad de normas locales sobre prescripción.

Señala que se encuentra gravemente perjudicado a la espera de la resolución del recurso de apelación interpuesto y que una vez que esta última sea dictada, queda expuesto a la ejecución del acto determinativo, al pago previo que impone el artículo 19 del Código Contencioso Administrativo, y a la eventual traba de medidas cautelares susceptibles de provocar daños inmotivados e irreparables, en los términos del artículo 13 del Código Fiscal.


Agrega que asimismo, al agotarse la vía administrativa con la sentencia del Tribunal Fiscal de Apelación, la ejecución del mismo provocará la efectiva concreción de las medidas surgidas del articulo 13 bis del Código Fiscal -embargos de fondos financieros, derecho de crédito-, a las que se sumarán las surgidas del propio proceso judicial de ejecución, es decir inhibición general de bienes en casi la totalidad de los casos.


Entiende que se encuentran reunidos los presupuestos de la acción declarativa de certeza, citando doctrina y jurisprudencia en sustento de su postura. Sostiene además, la inexistencia de otra vía legal para la protección de sus derechos.


Plantea la prescripción de las obligaciones fiscales reclamadas por el Estado, correspondiente al año 1999, en los términos de los artículos 131 del Código Fiscal y 4.027 del Código Civil, en cuanto establecen que las acciones para determinar y exigir los tributos, sus accesorios y hacer efectivas las multas, prescriben a los cinco años.


Se agravia de la aplicación que ha realizado la Agencia de Recaudación quien sostiene la subsistencia de las obligaciones que de acuerdo a las normas del Código Civil se han extinguido por prescripción, sobre la base de la novación dispuesta por el artículo 48 de la ley n° 12.397, impositiva del año 2.000.    


Cita la doctrina de la Corte Suprema de la Nación y de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires relativa a la prescripción de las obligaciones y realiza una crítica de la regulación de este instituto efectuada por el Código Fiscal,  manifestando que la misma es contraria a los artículos 31 y 75, inciso 12, de la Constitución Nacional.


Ofrece como prueba el expediente n° 2306-36458/02 y funda su derecho en los artículos 16, 31, 75 inciso 12, de la Constitución Nacional, 4027 del Código Civil, así como en la doctrina y jurisprudencia aplicable al caso que fuera citada. 


II) Que corrido el traslado de ley (fs. 32), se presenta Fiscalia de Estado, contesta la demanda y solicita su rechazo (fs. 40/50).


Liminarmente plantea la improcedencia de la acción en traslado, señalando que no se encuentran reunidos los presupuestos procesales necesarios para recurrir a la acción declarativa de certeza.

Recuerda la existencia de otros medios legales a disposición del actor y alude a la naturaleza claramente subsidiaria de esta acción, en los términos del artículo 322 del C.P.C.C.

Refiere, con relación a ello, que el propio Código Fiscal a partir del artículo 104, establece el procedimiento determinativo aplicable a la situación de autos y, en particular, los carriles impugnatorios contra las resoluciones de la autoridad de aplicación que, entre otras,  determinen gravámenes, impongan multas o liquiden intereses.

Aduce que precisamente el interesado, ha adecuado su proceder a dicho trámite impugnatorio, al interponer ante el Tribunal Fiscal recurso de apelación contra la resolución determinativa  n° 756/04 de la ex Dirección Provincial de Renta, el cual aún se encuentra en trámite, a la espera de resolución definitiva.

Entiende que la interposición de este remedio evidencia la existencia de un mecanismo procedimental idóneo para impugnar el acto determinativo, destacando que, al hacer uso del mismo, el interesado ha efectuado cuestionamientos al plazo prescriptivo, en términos similares a los esgrimidos en la presente causa.

Por otra parte manifiesta, que la sola presencia de un cuestionamiento de índole constitucional no enerva la intervención del Tribunal Fiscal, ni obsta a la tramitación del recurso de apelación ante el mismo.

Refiere que dichos planteos constitucionales no desplazan la competencia del Tribunal Fiscal, la cual continúa enmarcada dentro de los límites de los artículos 12 del Código Fiscal y 14 de su ley orgánica, y que si bien estas normas en principio vedan la posibilidad de que este tribunal pueda declarar la inconstitucionalidad de las normas tributarias, lo habilitan a aplicar la jurisprudencia de la Corte Suprema de la Nación y del Máximo Tribunal local, cuando hayan efectuado una declaración de ese tenor.

 Sostiene que ello demuestra que los planteos constitucionales no son ajenos, ni extraños a la competencia del Tribunal Fiscal, sino que, por el contrario, la ley ha previsto la forma y los límites con que debe abordarlos.


Asimismo plantea la inexistencia de un estado de incertidumbre que justifique la procedencia de la vía intentada.


Con relación a ello, refiere que el demandante pone de manifiesto su disconformidad con la determinación impositiva que ha efectuado la ex Dirección Provincial de Rentas. Que no obstante, dicho disconformismo no autoriza a tener por configurado el supuesto de incertidumbre denunciado en la demanda, sino que nos encontramos ante una mera discrepancia con el criterio y la normativa aplicada por la autoridad administrativa, la cual no resulta suficiente para satisfacer el requisito de procedencia examinado.


Reafirma que, precisamente, la existencia de un acto determinativo –al que en un futuro se agregará la sentencia del Tribunal Fiscal confirmándolo o dejándolo sin efecto-, despeja absolutamente las dudas que pretendieran alegarse en relación a la existencia o al alcance de la relación tributaria.


Sostiene la inexistencia de prescripción respecto del impuesto de sellos, señalando que como dicho emolumento corresponde al periodo fiscal 1999, el cómputo de la prescripción genéricamente comenzó a correr el 1° de enero de 2000 y, consecuentemente, la resolución determinativa n° 756 -que data del 17 de diciembre de 2004- fue realizada y notificada dentro del plazo quinquenal previsto en el Código Fiscal y, consecuentemente, interrumpió el plazo prescriptorio. 


Plantea por otra parte, que la crítica realizada por el actor respecto de una supuesta aplicación del artículo 48 de la ley n° 12.397 es insustancial para la resolución de la causa, ya que dicho artículo no ha sido utilizado para ampliar el plazo quinquenal de prescripción y ni siquiera ha sido mencionado en la resolución n° 756/04, la cual simplemente se limitó a la aplicación de las normas generales de prescripción previstas en el Código Fiscal.


Señala que tampoco resultan relevantes los planteos que trae a colación en punto al plazo quinquenal de prescripción y a las causales de interrupción previstas en el Código Civil.


Sostiene que en esos aspectos no es relevante la cita que efectúa el actor del caso “Filcrosa”, ya que a partir de la referencia al artículo 131 del Código Fiscal, es claro que el periodo de prescripción a tener en cuenta es de 5 años y que, aun sin computar interrupciones o suspensiones del mismo, la determinación impositiva de la resolución n° 756/04, ha sido oportuna. 


Manifiesta que tampoco puede tener acogida favorable el planteo formulado por el actor en cuanto al inicio del plazo prescriptorio, respecto del cual pretende que -en base al articulo 3956 del Código Civil-, su computo comience desde que obtuvo los ingresos gravados y se generó el hecho imponible y no desde el día 1° del año siguiente al periodo fiscal en cuestión, tal como lo prevé el Código Fiscal.


Señala al respecto que para que cualquier plazo prescriptorio comience a computarse, se requiere un acto de exteriorización que permita el conocimiento por parte del acreedor.


Sostiene que, con acierto, la Dirección Provincial de Rentas en la resolución determinativa n° 756/04, recordó que las disposiciones normativas que regulaban lo atinente al modo en que los escribanos debían adecuar su accionar, pautaban la obligación de estos últimos de presentar una declaración jurada con el detalle de los importes retenidos así como el ingreso de los mismos a las arcas fiscales a quincena vencida del hecho imponible que les diera origen.


Que consiguientemente, si tales hechos no han podido ser reconocidos por la autoridad de aplicación a raíz de las declaraciones juradas, o por algún acto o hecho que se exteriorice en la Provincia, no es posible que principie el plazo de prescripción, ello conforme lo establecido expresamente por el artículo 133 del Código Fiscal.


Refiere que es preciso recordar que el expediente administrativo n° 2306-36458/02 en el que tuvo lugar la resolución determinativa, se originó recién en octubre de 2002, a raíz de una denuncia efectuada por el Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires ante la ex Dirección Provincial de Rentas, en la que se puso en conocimiento de esta última que con motivo de una inspección, se había constatado la falta de pago del impuesto de sellos respecto del actor.


Señala que a partir de ese momento, la autoridad de aplicación, pudo concretar los plazos procedimentales pertinentes –incluyendo una denuncia penal- y arribando a la referida resolución determinativa dentro del plazo quinquenal de prescripción.


Finalmente reivindica la potestad del estado provincial de legislar en materia de prescripción tributaria, entendiendo que no procede bajo ningún concepto, recurrir a las normas del Código Civil, sosteniendo que la cuestión que se analiza es de derecho público y encuentra explicita solución en las normas locales que participan de ese mismo carácter. Cita jurisprudencia en sustento de su postura.


Ofrece como prueba el expediente administrativo n° 2306-36458/02 y deja planteado el caso constitucional federal y provincial.

lll) Que siendo las actuaciones administrativas la única prueba ofrecida por las partes, se corrió traslado a las mismas para que expongan sus alegaciones sobre los hechos y el derecho controvertidos en la causa (fs. 62). Glosados los respectivos alegatos (fs. 66 y 68/71) y adquiriendo firmeza el llamamiento de autos para sentencia (fs. 72/76), la causa quedó en estado de emitir pronunciamiento (art. 49, C.C.A, ley 12.008, texto según ley 13.101); y

CONSIDERANDO:  


1°) Liminarmente, se impone destacar que el Código Contencioso Administrativo (ley 12.008, texto según ley 13.101) prevé la posibilidad de articular pretensiones con el objeto de obtener la declaración de certeza sobre una determinada relación o situación jurídica regida por el Derecho Administrativo, las que tramitarán con arreglo a lo previsto en el artículo 322 del Código Procesal Civil y Comercial (art.12, inc. 4°).


Esta pretensión tiene por objeto suprimir un estado de incertidumbre acerca de un derecho o de una situación jurídica, esto es, remover aquello que actualmente pone en duda la existencia, la modalidad, la oponibilidad o interpretación de una determinada y concreta relación o situación jurídica. De modo tal que obtenida la declaración de la existencia o inexistencia de la relación jurídica, la pretensión declarativa ha alcanzado su objetivo (conf. Morello-Sosa-Berizonce, Códigos Procesales en lo Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires y la Nación, Ed. Platense-Abeledo Perrot, Bs. As., 1984,  t. IV-A, p. 404).
Mediante la sentencia meramente declarativa, el peticionante tiende exclusivamente a procurar la certeza jurídica, frente a un estado de incertidumbre que le es perjudicial, pidiendo que se declare existente un derecho suyo e inexistente el derecho ajeno, con independencia de la efectiva realización, de la condena o de la ejecución forzada (conf. Chiovenda, Giusseppe, Acciones y sentencias  de declaración de mere certeza, en “Ensayos de Derecho Procesal Civil, traducción de Santiago Sentís Melendo, t. I,  p. 131).

Esta pretensión no persigue, contrariamente a lo que caracteriza a las de condena, un pronunciamiento que cree en los órganos de ejecución el deber de actuar compulsivamente contra el obligado. La sentencia que en ella recaiga tiene como finalidad la de fijar, con carácter irrevocable, una relación jurídica o un estado de derecho que hasta entonces permanecía desconocido o en incertidumbre (S.C.B.A., causa B. 66.031, res. 6-IV-2004).

Por otra parte, la declaración de certeza debe sustentarse en un caso originado en la actuación u omisión, en el ejercicio de funciones administrativas de los entes mencionados en el artículo 1° del Código Contencioso Administrativo, de modo tal que el accionante debe invocar un interés real, concreto y suficiente para incitar la jurisdicción. No puede pretender la interpretación abstracta de una norma jurídica, ni pronunciamientos meramente teóricos o hipotéticos.


Así, la Corte Suprema de Justicia Nacional tiene decidido que la acción declarativa no comprende planteamientos académicos o declaraciones abstractas, pues la petición tiene que referirse a una relación jurídica concreta, esto es, responder a un caso que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad (Fallos: 304:759; 310:606; 311:421 y 1835; 318:2374).

La idea básica –sostiene Chiovenda- consiste en entender que se da interés suficiente cuando la situación de hecho es tal que el actor, sin la declaración judicial de certeza, sufrirá un daño, de modo que la declaración judicial se presenta como medio necesario para evitarlo (conf. Chiovenda, Revista de Derecho Procesal, año V, primera parte, p. 561). Así para este autor son casos típicos de interés, la negación pública de un derecho que el actor juzga poseer y la jactancia de un derecho por parte de la demandada (conf. Ensayos de Derecho Procesal Civil, traducción de Santiago Sentís Melendo, Buenos Aires, 1940, t. 1, p. 198 y ss.).

En suma, la pretensión de sentencia declarativa de certeza tiene por finalidad primordial obtener una declaración judicial que ponga fin a un estado de incertidumbre sobre la existencia, modalidades, o alcance de una relación jurídica en aquellos casos en los que esa falta de certeza pueda producir un perjuicio o lesión actual al actor.

2°) Sentadas tales pautas rectoras de la pretensión de mera certeza y tal como han quedado expuestas las circunstancias del caso, juzgo que en el sub judice no concurren los presupuestos de admisibilidad de la vía elegida contemplados por el ordenamiento adjetivo (arts. 12 inc. 4°, C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101; 322, C.P.C.C.), ya que no se advierte que el actor pretenda poner fin a un estado de incertidumbre sobre una determinada relación o situación jurídica, sino que peticiona concretamente, “…se declare la prescripción de las obligaciones reclamadas por el Fisco, pertenecientes al año 1999…” (v. fs. 16 y 23 de autos), cuestión ésta resuelta mediante resolución Nº 756/04 por la Autoridad Tributaria, decisión que ha sido impugnada por el actor por vía del recurso de apelación por ante el Tribunal Fiscal de Apelación, que tramita por expediente Nº 2306-36.458/02 (v. fs. 169/173 y 192/201).

Es decir, que la actora pretende se resuelva en el ámbito de la pretensión sub judice, conforme al criterio interpretativo que expone en el recurso de apelación –reiterado en el escrito de demanda-, el planteo de una cuestión que no traduce incertidumbre alguna, sino que ha originado agravios concretos e indubitables explicitados en la vía recursiva contemplada en el procedimiento tributario reglado por el Código Fiscal (arts. 109/120), controversia ésta que, a todas luces, excede el marco de un pronunciamiento meramente declarativo (art. 50 inc. 5°, C.C.A.).

 Conforme se desprende de las actuaciones administrativas, agregadas sin acumular a la presente, contra la resolución Nº 756/04 dictada por la Autoridad Tributaria (fs. 169/173), el apoderado del notario interpone recurso de apelación (fs. 192/201), corriéndose traslado del mismo a la representación fiscal (fs. 218), organismo que se expide a fojas 220/222, abriéndose la causa a prueba, requiriéndose medidas para mejor proveer (fs. 226). Sustanciadas tales diligencias, se procedió a cerrar el período probatorio (fs. 363), librándose con fecha 30 de julio de 2010, las pertinentes cédulas de notificación (v. fs. 363 vta.).

Se advierte entonces que no existe incertidumbre alguna respecto de la relación jurídica sub judice, sino que la misma conforma la cuestión controvertida en el marco de un procedimiento tributario en trámite por ante el Tribunal Fiscal de Apelación. 

Sobre el particular, procede recordar que la doctrina sentada por la Suprema Corte de Justicia local, sostiene que la acción meramente declarativa de certeza tiene por finalidad primordial obtener una declaración judicial que ponga fin a un estado de incertidumbre sobre la existencia, modalidades o alcances de una relación jurídica, en aquellos casos en los que esa falta de certeza pueda producir un perjuicio o lesión actual al actor, tal como reza el artículo 322 del C.P.C.C. (por remisión expresa del artículo 12 inc. 4° de la ley 12.008, texto según ley 13.101). De allí que la existencia de una duda acerca de alguno de estos extremos es un requisito sine qua non para la procedencia de esta acción, siendo menester, además, que quien la promueve no cuente con otro medio legal para poner término a esa situación (S.C.B.A., causas B. 65.445, “Cámara Argentina de Agencias de Turf”, res. 2-IV-03; B. 65.546, “Bingo King S.A.”, res. 20-VIII-03; B. 65.559, “Formatos Eficientes S.A.”, res. 6-X-04; B. 65.721, “Vistamar S.A.”, res. 6-X-2004; B. 64.101, “Van Riel”, res. 27-X-04; B. 67.480, “Municipalidad de Patagones-Sylpa S.R.L.”, res. 27-X-2004; B. 66.737, “Spicer Ejes Pesados S.A.”, res. 6-VI-05; B. 68.298, “Colegio Farmacéutico de la Provincia contra Municipalidad de Merlo”, res. 10-VIII-05).

En consecuencia, si el actor no persigue que se fije el alcance de una determinada relación jurídica sino que se declare que la norma aplicable debe ser interpretada de un cierto modo, la acción declarativa no es la vía idónea para resolver tal conflicto (conf. doctr. causas B. 64.222, “Caja de previsión Social para Arquitectos, Ingenieros y Técnicos”, res. 17-VII-02; B. 66.737, “Spicer Ejes Pesados S.A.”, res. 6-VI-05).

Por otra parte, destaca el Tribunal que la pretensión sub examine, como el propio texto del artículo 322 del C.P.C.C. lo indica, es un remedio subsidiario, que procede sólo cuando el actor “...no dispusiere de otro medio legal para ponerle término inmediatamente”, poniendo de resalto que “la pretensión declarativa de certeza no puede ser utilizada como un medio omnicomprensivo y versátil que permita superar los obstáculos jurídicos y/o temporales que puedan plantear las vías legales específicamente previstas para el caso por el legislador” (conf. causa B. 66.737, “Spicer”, cit.).     

En el caso sub judice, existe una resolución adoptada por la autoridad tributaria, cuya legitimidad es controvertida por la actora, en el marco de un procedimiento tributario en trámite, en el entendimiento que la misma infringe el ordenamiento civil sustantivo. De modo tal es dable reiterar que el accionante no plantea incertidumbre alguna sino que requiere que el recurso de apelación interpuesto ante el Tribunal Fiscal, se resuelva en esta instancia judicial, conforme a su criterio interpretativo y obviando la vía legal idónea prevista por la norma fiscal. 

Tampoco cabe receptar el agravio esgrimido en torno a la imposibilidad de la autoridad tributaria de declarar la inconstitucionalidad de las normas aplicables, toda vez que dicha cuestión se encuentra contemplada en el artículo 12 del Código Fiscal, en cuanto prevé que “Los órganos administrativos no serán competentes para declarar la inconstitucionalidad de normas tributarias pudiendo no obstante, el Tribunal Fiscal, aplicar la jurisprudencia de la Corte Suprema de la Nación o Suprema Corte de Justicia de la Provincia que haya declarado la inconstitucionalidad de dichas normas”. 

Ergo, en el caso de autos no se verifica la configuración de un estado de duda o incertidumbre en torno a la relación jurídica tributaria sobre la cual se estructura el planteo actoral (conf. dotr. S.C.B.A., causa B. 66.189, “Tissone”, sent. 9-IX-2009), presupuesto de admisibilidad sine qua non de la pretensión declarativa de certeza sub judice (arts. 12, inc. 4°, C.C.A., ley 12.008, según texto ley 13.101; 322, C.P.C.C.). 


3°) A mérito de tales fundamentos procede rechazar la pretensión declarativa de certeza deducida por su inadmisibilidad formal (arts. 12 inc. 4°, C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101; 322, C.P.C.C.).


Las costas se imponen en el orden causado (art. 51, C.C.A., ley 12.008, según texto ley 13.101).

FALLO:

1°) Desestimar la pretensión declarativa de certeza deducida por Orelle, José María Rodolfo, por su inadmisibilidad formal, conforme a lo expuesto ut supra (arts. 12 inc. 4°, C.C.A, ley 12.008, texto según ley 13.101; 322, C.P.C.C.).


2°) Imponer las costas en el orden causado (art. 51, C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101).


3°) Regular los honorarios profesionales del letrado apoderado de la parte actora, doctor Mario Enrique Althabe, en la suma de pesos cinco mil ($ 5.000), cantidad a la que deberá adicionarse el 10 % en concepto de aportes (arts. 12, inc. “a” y 16, ley 6716; 9, 10, 13, 14, 15, 16, 22, 44 y 51 del decreto-ley 8904/77).


Regístrese y notifíquese.
      Registro Nº .............

ANA CRISTINA LOGAR





              Juez

  


                 en lo Contencioso Administrativo nº 2




                            Dpto. Judicial La Plata

